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Resumen 

Dos artículos, "El problema de los derechos humanos en El Salva­
dor" y "La historización de los derechos humanos desde los pue­
blos oprimidos", de Montes y Ellacuría, respectivamente, nos mo­
tivan y ayudan a examinar la situación actual de los derechos hu­
manos en El Salvador. l.:o expresado por ambos, hace diez años, 
constituye una herramienta de enorme utilidad para desmontar los 
discursos fáciles e interesados que hablan de un "nuevo El Salva­
dor", cuando la realidad continúa golpeando brutalmente a la ma­
yor parte de sus habitantes. 

Introducción 

Hace una década, El Salvador de entonces era 
distinto al de la actualidad: el país entero era el 
escenario de una guerra larga a esas alturas, que 
se recrudeció con la ofensiva insurgente de finales 
de 1989, y la población entera sufría sus conse­
cuencias negativas; la comunidad internacional se 
encontraba --<iesde hace varios años- especial­
mente atenta a lo que ocurría en el territorio nacio­
nal y la Organización de las Naciones Unidas 
(ONU) intentaba sin mayor éxito traducir en aportes 
concretos dicho interés; finalmente la institucio­
nalidad estatal existente no generaba ningún tipo de 
confianza. No cabe duda que para la vigencia real 
de los derechos humanos, esas condiciones eran 
totalmente contrarias. Pero había quiénes se em-

peñaban por hacer de la nuestra una sociedad dis­
tinta; una donde se respetara la legalidad y se hi­
cieran esfuerzos serios por hacer de la dignidad 
algo esencial en la cotidianidad de sus integrantes. 

De esas personas, positivas y propositivas, eran 
los seis jesuitas muertos hace diez años; precisa­
mente por eso los ejecutó salvajemente el ejército 
salvadoreño en nuestro "campus" aquella fatídica 
madrugada del 16 de noviembre de 1989. Ha pasa­
do el tiempo y -por su peso específico en los cam­
pos de la reflexión y la acción en favor de los de­
rechos humanos, que los llevó a ser víctimas y los 
convirtió en mártires- siguen vigentes, indepen­
dientemente de los esfuerzos para evitarlo prove­
nientes de las oscuras fuerzas que dieron la orden 
de matar y de aquellas que los encubrieron. 
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Dos artículos publicados después de su muerte 
-uno del padre Ignacio Ellacuría y otro del padre 
Segundo Montes- nos motivan y ayudan a exa­
minar la situación actual de los derechos humanos 
en El Salvador, teniendo en cuenta que obviamen­
te han habido cambios pero intentando situarlos en 
su justa dimensión a partir del verdadero impacto 
de los mismos en favor o en contra de la pobla­
ción mayoritaria. Lo expresado por Ellacuría y 
Montes, hace diez años, es una herramienta de 
enorme utilidad para desmontar los discursos fáci­
les e interesados que hablan de un "nuevo El Sal­
vador", cuando la realidad continúa golpeando 
brutalmente a la mayor parte de sus habitantes. 

Nos referimos a los escritos titulados "El pro­
blema de los derechos humanos en El Salvador" y 
"La historización de los derechos humanos desde 
los pueblos oprimidos", de Montes y Ellacuría, 
respectivamente. El primero apareció publicado en 
la Revista ECA de noviembre-diciembre de 1989; 
era la ponencia que el fundador del IDHUCA ya 
no pudo presentar en el XV Congreso de la Aso­
ciación de Estudios Latinoamericanos, que se rea­
lizó en Estados Unidos de América semanas des­
pués de su muerte; el segundo se publicó también 
en la Revista ECA pero de agosto de 1990, utili­
zando un texto base del entonces rector de la UCA 
para una de sus clases. 

l. Las violaciones de la actualidad 

Pese a la propaganda oficial incrementada con 
la actual administración del Ejecutivo, mediante la 
cual pretenden minimizar -porque es imposible 
ocultar- lo que realmente está sucediendo, la ca­
racterística más sobresaliente de nuestro país en el 
presente es la violencia; esa es la forma más expe­
dita y, por tanto, más utilizada para "resolver" los 
conflictos de cualquier índole: tanto aquéllos deri­
vados de hechos anteriores, cuya motivación tiene 
que ver con la violencia política, como los de la 
etapa posterior a la guerra. Ocupar o no el primer 
lugar en el escalafón de la violencia en América 
Latina y el mundo, no es el problema; lo que debe 
preocuparnos es que, pese a la inédita e importante 
inversión de la comunidad internacional y del pue­
blo salvadoreño --que puso su sangre y su angus­
tia durante tantos años- para hacer de la nuestra 
una sociedad fundada en el respeto a los derechos 
humanos de todas las personas que la integran, la 
inseguridad y la intranquilidad se mantienen desde 
el fin de la guerra en niveles inaceptables. 
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En ese estado de cosas, durante 1999 el IDHUCA 
ubicó en la prensa escrita -como en años an­
teriores- la muerte de un elevado número de per­
sonas en forma violenta e intencional, la mayoría 
de ellas por arma de fuego. Eso es lo que a conti­
nuación ofrecemos, y advertimos que dicha canti­
dad no representa la totalidad de los homicidios 
dolosos que se cometen en el territorio nacional; 
más bien, resulta ser una mínima parte de lo que 
realmente está sucediendo. Hecha esa prevención, 
nos encontramos con el siguiente resultado: 909 
víctimas mortales, que se traducen en un promedio 
de más de 75 muertes por mes y casi tres d:arias, 
según lo registrado. 

La cifra total de la información periodística 
por rubros es la siguiente: 

En el Cuadro I aparece que las cantidades más 
elevadas se ubican entre las muertes cometidas por 
sujetos desconocidos (33.99 por ciento) y aquellas 
atribuidas a la delincuencia común (57.64 por 
ciento). Con ello, entre los crímenes atribuidos a 
"desconocidos" y "delincuentes" se alcanza el 91.63 
por ciento de todas la,; muertes registradas en cuatro 
periódicos nacionales durante el año analizado. 
Les siguen las víctimas alrededor de las cuales, 
con los datos a la mano, no fue posible determinar 
las circunstancias que rodearon sus muertes ( 4.08 
por ciento); después se encuentran aquellos hechos 
en los que se utilizó armamento restringido para el 
uso exclusivo de la Fuerza Armada de El Salvador 
(2.31 por ciento) y las personas fallecidas que se 
encontraron mostrando evidentes señales de tortu­
ra ( 1.36 por ciento); además están las víctimas de 
efectivos policiales o militares (0.88 por ciento) y, 
por último, las de los "escuadrones de la muerte" 
(0.54 por ciento). Con todos estos datos se estable­
ce que las personas fallecidas como producto de la 
delincuencia común -a diferencia de años ante­
riores-, ya superó a todas las demás víctimas de 
lo que desde antes calificamos como "delincuencia 
especial", favorecida por la impunidad que persis­
te en el país. 

Cabe hacer mención que a lo largo de 1998, el 
mismo seguimiento de la prensa escrita realizado 
por el IDHUCA arrojó un total de 960 víctimas; 
así se pudo establecer un promedio mensual leve­
mente superior a lo ocurrido en el año observado 
ahora: 80 muertes de los mismos tipos ubicados en 
el cuadro y también casi tres diarias. Tan mínima 
diferencia no puede ser motivo de orgullo para na­
die, menos para una conducción de la Policía Na-
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Cuadro 1 
Muertes violentas e intencionales 

por mes y tipo, 1999 

Mes DC AD T E CNI PF EM Total 

Enero 37 50 4 92 
Febrero 25 46 5 79 
Marw 21 76 6 103 
Abril 29 38 1 5 3 77 
Mayo 26 35 3 4 4 72 
Junio 27 56 1 87 
Julio 24 35 2 63 
Agosto 24 39 64 
Septiembre 26 38 66 
Octubre 28 43 4 75 
Noviembre 13 34 2 2 52 
Diciembre 29 34 2 10 4 79 
Total 309 524 11 18 3 6 8 909 

Nota: DC: delincuencia común; AD: asesinados por desconocidos; T: tortura; E: explosión de grana-
da/uso de armas de guerra; CNI: circunstancias no identificadas; PF: asesinados por militares o 
policías; EM: escuadrones de la muerte. 
Fuente: Registro periodístico del IDHUCA. 

cional Civil que -pese a tener pocos meses de 
haher iniciado su lahor- heredó lo que el partido 
en el poder, Alianza Repuhlicana Nacionalista 
(ARENA), hahía hecho con la institución desde 
que nació ésta; más bien, debería ser una razón 
para plantearse y realizar una revisión crítica de lo 
hecho desde 1992 hasta la fecha y un punto de 
partida para enmendar los graves errores cometi­
dos hasta ahora. 

Al sumar los homicidios denunciados ante la 
Fiscalía General de la República durante 1994, 
1995, 1996 y 1997, el total es de 30 985 víctimas 
y el promedio anual es de 7 746. En la informa­
ción ohtenida sólo se incluían los tres primeros 
meses de marzo, pero parecía que la tendencia 
apuntaba a algo parecido a los años anteriores o 
más. No tenemos razones objetivas y ni siquiera 
subjetivas para pensar que lo ocurrido en 1999 
fuera distinto. Así, se puede establecer que desde 
al menos hace cinco años, en El Salvador se pro­
ducen cerca de 130 homicidios por cada 100 000 
habitantes; según la Organización Panamericana 
de la Salud (OPS), en nuestro continente la tasa 
promedio es de 20 homicidios por cada 100 000 
habitantes, y en Estados Unidos de América se ha­
bla de I O. Lo más "cercano" a lo que sucede acá 
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es la situación de Colombia: alrededor de 80 ho­
micidios por cada 100 000 habitantes. 

Cabe señalar que el director de la Organización 
Panamericana de la Salud se refirió, en marzo de 
1998, al "aumento de la violencia y sus efectos en 
la salud física y mental de las personas y las po­
blaciones", calificándolo como "un verdadero pro­
blema de salud pública"; el citado funcionario, 
George Alleyne, añadió: "La salud es vital para 
una buena sociedad. Es un elemento crucial para 
el desarrollo humano y es esencial para otros as­
pectos del desarrollo humano, como la educación 
y el crecimiento económico. Por consiguiente, 
cuando la violencia perjudica la salud se debilita 
el potencial que tiene un país de fomentar el desa­
rrollo humano". 

Entre la información recopilada de los periódi­
cos llama la atención el elevado número de homi­
cidios con arma de fuego de niñas y niños; tam­
bién resaltan las muertes de elementos policiales, 
de jóvenes -la mayoría de ellos aparentemente 
pertenecientes a pandillas ("maras")- y de homo­
sexuales ejerciendo la prostitución callejera (tra­
vestís). Sobre las ejecuciones de "mareros" y tra­
vestis, la realidad de este año nos reitera que si­
guen existiendo graves manifestaciones de intole-
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rancia ante problemas sociales que se "resuelven" 
violentamente por individuos conscientes de que 
no corren ningún riesgo de ser sancionados. 

Asimismo, por las circunstancias que obvia­
mente se infieren de las características o vincula­
ciernes particulares de las víctimas, destacamos 
tres hechos individuales que ocurrieron en 1999 y 
que aún permanecen en la impunidad: Rafael 
Mejía Alférez, hermano de un asesor del ahora ex 
presidente Armando Calderón Sol y diputado su­
plente del Parlamento Centroamericano (PARLA­
CEN); Kathya Natalia Miranda Jiménez, de nueve 
años de edad, hija del jefe de logística de la segu­
ridad del presidente de la República y sobrina del 
subjefe de la División de Investigación Criminal 
(DIC) de la Policía Nacional Civil (PNC); Jorge 
Alberto Palacios Carrillo, sargento de la División 
de Protección a Personalidades Importantes (PPI) 
de la Policía Nacional Civil, designado para coor­
dinar la custodia de las y los diputados, destacado 
integrante de las fuerzas especiales guerrilleras du­
rante la guerra, y hermano e hijo de dos mujeres 
detenidas por su presunta complicidad en publi­
citados casos de secuestros. 
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No obstante el panorama anterior, en los pri­
meros días de julio la Asamblea Legislativa apro­
bó la Ley de Control y Regulación de Armas de 
Fuego, Municiones, Explosivos y Artículos Simi­
lares mediante la cual, entre otras cosas, ahora es 
permitido portar y utilizar armas de grueso calibre. 
Algunos intentaron justificar tal decisión como 
una forma de armar a la población para defenderse 
de la delincuencia; uno de ellos fue el entonces 
recién nombrado director de la Policía Nacional, 
institución encargada de velar por la seguridad pú­
blica y que -según se observa con esas declara­
ciones- intenta delegar en la población parte de 
su responsabilidad en el combate a la delincuencia 
en todas sus manifestaciones. 

Además, la aprobación de dicha ley podría ser 
un indicador de la poca confianza que existe en las 
medidas anunciadas en junio por el presidente de 
la República en esta materia; de lo contrario, la 
Asamblea Legislativa no habría tenido excusa al­
guna para concretar una iniciativa que, a todas lu­
ces, es errada y desesperada; pero, sobre todo, es 
una disposición altamente peligrosa sabiendo que 
El Salvador viene de un pasado violento en el que 
las armas de fuego se convirtieron en uno de los 
principales instrumentos para atemorizar a la po­
blación y ocasionar miles de víctimas. 

La vulneración de los derechos a la vida y a la 
integridad de las personas contradice lo estableci­
do en el segundo artículo de la Constitución de la 
República. Además de eso y muchas veces ligada 
a lo anterior, en nuestro país continúa la violación 
flagrante a los derechos económicos, sociales y 
culturales para una significativa porción de su 
gente; de esa manera se impide su desarrollo hu­
mano pleno y se atenta contra mucho de lo esta­
blecido en el segundo capítulo constitucional. De 
los reiterados análisis sobre esa situación, realiza­
dos por especialistas nacionales y extranjeros, se 
desprende que El Salvador aún está muy lejos de 
poder brindar la condiciones mínimas de vida para 
-al menos- casi la mitad de su población, pese 
a que en los discursos oficiales pretenden presen­
tarnos otra imagen. 

Los datos hablan por sí solos: el Banco Mun­
dial indica que el 48 por ciento de la población 
salvadoreña vive en pobreza. En el informe de las 
Naciones Unidas sobre el desarrollo humano de 
1998, El Salvador apareció ubicado en la posición 
1 14, cuando en 1997 apareció en la casilla 112. El 
cuadro que nos presenta ese y otros estudios no 
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tiene más que una explicación: las políticas guber­
namentales no han estado enfocadas a resolver 
esta problemática. Las dos primeras administracio­
nes "areneras" del Ejecutivo prometieron trabajar 
"por los más pobres de los pobres" y "romper con 
la ratalidad del que nace pobre tiene que morir 
pobre"; sin embargo, la población no recibió estos 
bcnericios en la realidad. 

La mesa especializada número 3 de la Comisión 
Nacional de Desarrollo (CND) --que inició sus la­
bores en marzo de 1998, tras su creación a iniciati­
va del ex presidente Armando Calderón Sol- ca­
racterizó la situación del país, en lo relativo a la 
exclusión social y la pobreza, utilizando la Encuesta 
de Hogares y Propósitos Múltiples para 1977; de 
acuerdo con ella se dijo, "el 29 por ciento del total 
de hogares eran pobres extremos y el 29 por cien­
to pobres relativos. La 
concentración de la po-
breza es claramente rural. 

ternativas para enfrentar tal situación: hacer más 
equitativo el acceso de la gente al mercado, reformar 
el sistema de salud, revertir la violencia y --como 
uno de los puntos más relevantes- respetar los de­
rechos humanos. La tercera mesa especializada de 
la CND planteó programas para enfrentar el pro­
blema de la exclusión y la pobreza. 

En el corto plazo mencionó los siguientes: in­
tegración de familias en estado de vulnerabilidad y 
marginalidad, apoyo a la incorporación productiva 
de las mujeres de los hogares pobres, caminos de 
acceso, extensión e institucionalización del pro­
grama "Escuela Saludable" y extensión de la co­
bertura rural del subsistema privado no lucrativo 
de salud. A mediano plazo planteó los que a conti­
nuación se mencionan: fortalecimiento y rehabili­
tación de programas de bolsas de trabajo, infraes-

tructura vial y de apoyo 
a la producción y gene­

Mientras que casi el 62 
por ciento de los hogares 
rurales son pobres (extre­
mos o relativos), sólo el 
38 por ciento de los ho­
gares urbanos lo son". 

La vulneración de los derechos 
a la vida y a la integridad 
de las personas contradice 

ración de ingreso, desa­
rrollo de una política de 
transformación produc­
tiva de la micro y pe­
queña empresa, marco 
legal para abrir espacios 
de fortalecimiento a los 
intermediarios dedica­
dos a ofrecer servicios 

En su informe, la cita­
da mesa especializada 
añadió que los "resulta-

lo establecido en el segundo 
artículo de la Constitución 

de la República. 

dos de los trabajos más 
recientes indican que en el conjunto de los hogares 
en condición de pobreza se está afirmando una 
nueva brecha, posiblemente más dramática: la de 
los pobres cuyas condiciones de pobreza son sen­
sibles a las mejoras de las variables macroeconó­
micas y la de los pobres que prácticamente se en­
cuentran desconectados de la economía nacional". 
Se habla, además, de un estudio reciente, donde se 
señala que "el porcentaje de los pobres rurales, en 
general, y de los hogares rurales sostenidos por 
mujeres, en particular, no sólo no se han visto fa­
vorecidos por el dinamismo mostrado por la eco­
nomía durante el «boom» de crecimiento de los no­
venta, sino que ha permanecido invariable y en el 
caso de los hogares sostenidos por mujeres ha au­
mentado. En ambos casos parece haber aumentado 
significativamente la intensidad de la pobreza". 

El 26 de abril de 1999, la Comisión Nacional 
para el Desarrollo Sostenible -integrada por va­
rios sectores sociales y del gobierno- publicó un 
informe en el cual se presentaban las siguientes al-
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financieros a la pequeña 
y mediana empresa, 

promoc10n de la asociatividad, descentralización 
y/o desconcentración regional y/o departamental 
de la oferta de bienes y servicios públicos. Final­
mente, para el largo plazo propuso la reforma 
institucional para la promoción del desarrollo de la 
competitividad, el aumento significativo del presu­
puesto dirigido a las áreas sociales, la educación 
en población, un mayor acceso a la información y 
el conocimiento, y el rescate de valores. 

No es halagüeño el panorama en lo que toca a 
las oportunidades para el desarrollo humano en El 
Salvador, como tampoco lo es la situación relacio­
nada con el acceso a la justicia, sobre todo en lo 
que respecta al debido proceso; éste es otro de los 
derechos más violados en nuestro país y con ello 
se irrespeta el texto constitucional, fundamental­
mente lo establecido en los artículos 2, 8, 11, 12, 
13, 15, 17, 20, 21, 27, 35, 174, 182 (No. l y 5), 
194, 245 y 247. Por la experiencia diaria del 
IDHUCA en la defensa de víctimas, particular­
mente destaca dentro de este ámbito lo siguiente: 
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retardación de justicia, denegación de justicia, y 
violación al derecho de audiencia y de defensa. 

Muchos, mucho y desde hace muchos años se 
ha criticado la actuación del Órgano Judicial y de 
sus entes auxiliares; 1999 no fue la excepción y se 
vuelve urgente rectificar considerando que quizás 
la última carta que nos queda por jugar -si de 
verdad queremos hacer realidad las aspiraciones 
por las que murieron los sacerdotes jesuitas y tan­
tos mártires más, plasmadas en los acuerdos de 
paz y sobre todo en lo relativo al respeto a los dere­
chos humanos- es la del buen funcionamiento y la 
consolidación de las insti-
tuciones estatales. Sólo 

los derechos y las libertades de las personas, así 
como prevenir y combatir toda clase de delitos y 
mantener la paz interna, la tranquilidad, el orden y 
la seguridad pública en todo el territorio nacional. 
Sin duda, ese marco teórico y el contraste con lo 
anterior, ayudó a que la población la viera con 
buenos ojos y manifestara expresamente su dispo­
sición a apoyarla. No obstante, ese escenario co­
menzó a cambiar de forma rápida y la nueva cor­
poración empezó a generar desconfianza entre la 
gente, llegando a convertirse -a estas alturas­
en la principal responsable de las violaciones y atro-

pellos que ocurren hoy 
en día; a ello deben agre­

así podremos hacer reali­
dad lo que nuestra Cons­
titución determina en el 
primer párrafo de su artí­
culo inicial: "El Salvador 
reconoce a la persona hu­
mana como el origen y el 
fin de la actividad del Es­
tado, que esté organizado 
para la consecución de la 
justicia, de la seguridad ju­
rídica y del bien común". 

Las dos primeras administraciones 
"areneras" del Ejecutivo prometieron 

trabajar "por los más pobres 

garse las numerosas oca­
siones que aparecen en 
los medios de difusión 
masiva elementos poli­
ciales involucrados en 
hechos delictivos. de los pobres" y "romper con la 

fatalidad del que nace pobre tiene 
que morir pobre"; sin embargo, 

No es posible ni con­
veniente intentar pasar 
por alto las deficiencias 
que esta institución vie­
ne arrastrando desde 

la población no recibió 
estos beneficios en la realidad. 

2. La nueva institucionalidad 

Las principales entidades del Estado salvadore­
ño vinculadas directamente con la promoción, pro­
tección y defensa de los derechos humanos son 
dos: la ya mencionada Policía Nacional Civil y la 
Procuraduría para la Defensa de los Derechos Hu­
manos. Algunas personas e instituciones, dentro y 
fuera del país, llegaron a considerarlas como las 
"hijas predilectas" de los acuerdos, que pusieron 
fin a la guerra en nuestro país; para otras personas 
e instituciones, quizás sólo en lo interno, eran "hi­
jas que no debían nacer" y, por tanto, las han re­
chazado socavándoles sus bases. No obstante su 
corta existencia, ya se encuentran muy lejos de las 
aspiraciones y los esfuerzos para que tuvieran 
vida; de eso queremos hablar a continuación. 

2.1. La Policía Nacional Civil (PNC) 

La PNC inició su desarrollo con una ventaja 
evidente: su filosofía fundada en el respeto a los 
derechos humanos, que dirigiría su accionar y bo­
rraría de la memoria colectiva la negativa imagen 
de los antiguos cuerpos. Cabe señalar que su mi­
sión es proteger y garantizar el libre ejercicio de 
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hace algún tiempo. Los 
esfuerzos de sus máxi­

mas autoridades por presentar una imagen distinta 
han sido intensos; tanto a lo largo de la adminis­
tración del presidente Armando Calderón Sol 
como en lo que va del quinquenio recién iniciado, 
aunque sea otro el formato utilizado para ello. En­
tre las serias y más destacadas deficiencias ubica­
das se encuentran las siguientes: incapacidad para 
enfrentar eficientemente el fenómeno delincuen­
cia]; preparación y realización de fraudes procesa­
les; malas investigaciones; mecanismos de control 
internos y externos poco activos y sin arrojar re­
sultados significativos; y falta de una proyección 
estratégica adecuada para cumplir su misión. 

Respecto a las críticas, las autoridades del 
ramo y la misma cúpula de la Policía Nacional 
Civil durante la administración Calderón Sol, no 
dieron reales muestras de voluntad política para asu­
mirlas y adoptar las medidas necesarias para supe­
rar las deficiencias; al contrario, públicamente se 
cerraron ante cualquier señalamiento, pese a que 
en privado reconocieron en muchas oportunidades 
la magnitud de las deficiencias. 

Por diversas razones, antes de tomar posesión 
de su actual cargo, el presidente Francisco Flores 
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generó expectativas positivas en torno a lo que pu­
diera hacer al frente del Órgano Ejecutivo; de eso 
no se escapa el tema de la seguridad pública y, de 
manera particular, lo relacionado con la Policía Na­
cional Civil. Sin embargo, poco antes del primer día 
de junio se ~omenzaron a percibir señales preo­
cupantes al circular rumores sobre la persona que 
asumiría la dirección general de la Policía; tras la 
confirmación de ese nombramiento y otras designa­
ciones para ocupar importantes cargos en ese ramo, 
las ilusiones comenzaron a desvanecerse. Estamos 
hablando del tema que más preocupa a la pobla­
ción; del tema que -digan lo que digan- cues­
ticrna un mal llamado "modelo de paz salvadore­
ño", el cual también se está desmoronando a causa 
de otros dos grandes males estructurales: la inade­
cuada distribución de los bienes y la impunidad. 

Bastó saber que el señor Mauricio Sandoval 
dirigiría la Policía Nacional Civil para comenzar a 
poner en tela de juicio las intenciones de Flores, o 
--en el mejor de los casos- su capacidad para 
imponerse sobre el poder real en el interior del 
partido gobernante. Algo se ha dicho públicamen­
te sobre la trayectoria de este señor. En primer 
término, se habló de su función durante la ofensi­
va de 1989 como director de la cadena nacional de 
radio y televisión, siendo secretario de informa­
ción de Alfredo Cristiani; sobre ello, el informe de 
la Comisión de la Verdad afirmó lo siguiente: 
"También se estableció una cadena nacional de ra­
dio cuya emisora piloto era la Radio Cuscatlán de · 
la Fuerza Armada. A través de un «micrófono 
abierto» se difundieron llamadas telefónicas a esa 
emisora. En ellas se hacían acusaciones contra el 
padre Ellacuría". 

"Durante las primeras horas de la ofensiva 
-afirma Martha Dogget en su libro «Crónica de 
una muerte anunciada»-, las emisoras salvadore­
ñas cubrieron de forma excelente las incidencias 
de los combates por toda la ciudad. Los periodis­
tas y los particulares telefoneaban y daban infor­
mes «en vivo y en directo» desde las barriadas en 
las que se estaba combatiendo. Los radioyentes 
podían constatar el alcance y la gravedad de la 
ofensiva. Pero, aproximadamente hacia las 11 de 
la noche, todas las emisoras recibieron la orden de 
conectarse a una «cadena nacional» que no era 
otra que Radio Cuscatlán, la emisora de las Fuer­
zas Armadas salvadoreñas. Dos emisoras, que al 
principio se negaron a conectar, fueron obligadas 
a hacerlo poco más tarde". 
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Y sigue el relato: "Ya bajo el control de las 
Fuerzas Armadas, la programación cambió radi­
calmente y se cortó la información directa sobre 
los combates. Los repetidos mensajes del Centro 
de Información Nacional (CIN), afirmaban que la 
lucha estaba localizada y que pronto toda la situa­
ción estaría bajo control. También cambiaron los 
contenidos de las llamadas de los ciudadanos par­
ticulares. Dejaron de pedir información sobre pa­
rientes o de transmitir mensajes a sus familias di­
ciendo que se encontraban bien. En cambio, las 
llamadas empezaron a llenarse de denuncias y ata­
ques contra personalidades de la oposición políti­
ca, de los sindicatos, de la Iglesia y de las organi­
zaciones no gubernamentales, a menudo tachadas 
de ser fachadas del FMLN. Los contenidos de es­
tas llamadas eran virulentos, llenos de odio y, muy 
frecuentemente, pidiendo actuaciones violentas 
contra quienes nombraban". 

Al respecto, Dogget detalla lo siguiente: "Con­
tinuando con la ya larga historia de acoso y perse­
cución a la Compañía de Jesús, los ataques tam­
bién se dirigieron contra los jesuitas. El padre Ig­
nacio Ellacuría, rector de la UCA, era uno de los 
más nombrados por quienes llamaban. «Ellacuría 
es un guerrillero. ¡Que le corten la cabeza!» decía 
uno. «Deberían sacar a Ellacuría para matarlo a 
escupidas», decía otro". 
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La autora del libro interrogó sobre el tema al 
mayor Mauricio Chávez Cáceres, director del Co­
mité de Prensa de la Fuerza Armada (COPREFA) 
durante la ofensiva y ahora ya fallecido; veamos 
lo que se dice al respecto, en la obra citada, sobre 
las declaraciones que le brindó este alto jefe mili­
tar: "negó cualquier responsabilidad, ya que él ha­
bía salido de vacaciones a Guatemala el día en que 
empezaron los combates. Dijo que el gobierno 
controlaba la cadena a través del Centro de Infor­
mación Nacional (CIN) y que la responsabilidad 
correspondía a Mauricio Sandoval, director de la 
oficina de prensa del gobierno". 

Por si eso no fuera 
suficiente, se han men-

de disposiciones dispersas, mal aplicadas y frus­
trantes como las que hemos conocido hasta ahora: 
ley de emergencia, juntas de vecinos, endureci­
miento de las normas legales y tantos otros "palos 
ciegos" dados por quienes --debido a sus antece­
dentes de incapacidad o falla de idoneidad- no 
pueden cargar con una responsabilidad tan grande. 

Además, por declaraciones de importantes po­
líticos y antiguos funcionarios, se conoció un ru­
mor: el nuevo director general de la Policía Nacio­
nal Civil no tenía título universitario --que signi­
fica cursar todas las materias de una carrera y 
cumplir con los otros requisitos para graduarse-, 

sino un diploma entrega­
do en una universidad de 

cionado otras cosas que 
no deberían ser tomadas 
tan a la ligera. Incluso po­
líticos de derecha, que du­
rante la campaña electo­
ral expresaron su apoyo 
condicionado a Flores, 
han criticado este nom­
bramiento. Es el caso del 
diputado Kirio Waldo 
Salgado, quien sobre San­
doval se expresó así: en 
lugar de dirigir la Poli­
cía, "debería de estar 

Conociendo su trayectoria 
Taiwán por su participa­
ción en un evento --cur­
so, seminario o taller, 
¿quién sabe?- relacio­
nado con "guerra psico­
lógica". De ser cierta tal 
situación, el actual pri­
mer mandatario habría 
violado casi inmediata­
mente su promesa de 
"cumplir y hacer cumplir 
la ley". En un intento 
por "cuidar las fonnas", 

[la de Mauricio Sandoval], sobre todo 
lo relativo a sus más de cinco años 

al frente del Organismo de Inteligencia 
del Estado (OIE), dudamos 

que de la noche a la mañana pueda 
dejar de ser un "espía del público" 

para convertirse en un buen 
"servidor público". 

siendo procesado por in-
tervenir teléfonos, abrir la correspondencia y aten­
tar contra personas, como sucedió en mi caso". 
Pero, por lo visto, al nuevo presidente de la Repú­
blica le tienen sin cuidado todos esos señalamientos 
y otros menos públicos, como el del infonne confi­
dencial de la Comisión de la Verdad sobre los "es­
cuadrones de la muerte"; mientras tanto, el recién 
estrenado director general de la Policía Nacional Ci­
vil anunció medidas "bastante duras" para comba­
tir la delincuencia y comenzó a desarrollar una nota­
ble campaña publicitaria para "vender" una nueva 
imagen de la corporación: eficiencia en el combate 
a la delincuencia, aunque los resultados reales si­
gan siendo bastante pobres. 

Conociendo su trayectoria, sobre todo lo relati­
vo a sus más de cinco años al frente del Organis­
mo de Inteligencia del Estado (OIE), dudamos que 
de la noche a la mañana pueda dejar de ser un 
"espía del público" para convertirse en un buen 
"servidor público". Esas medidas "bastante duras" 
pueden, entonces, llegar a convertirse en una serie 
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sucedió lo que ya es cos­
tumbre en la conducción 

de la institución policial o al menos en el caso de 
dos de sus tres directores: tras la denuncia de que 
no reúnen ese requisito legal, aparecen luego con 
"sendas" licenciaturas. 

Asf, pues, nos enteramos -a través de ciertos 
sectores de la prensa nacional que han trabajando 
este tema en forma bastante sesgada- que 
Sandoval era licenciado en Relaciones Públicas y 
Publicidad; se dice que el "título" lo obtuvo hace 
tres años en la Universidad Nueva San Salvador 
(UNSSA), cuyas autoridades -rector y vicerrec­
tor, respectivamente- son: Hemán Contreras, ex 
presidente de la Corle de Cuentas, y Ronal Uma­
ña, hasta hace unos días secretario general de lo 
que queda de la democracia cristiana salvadoreña 
y de sobra conocido por sus cuestionadas actua­
ciones políticas. 

Además del nombramiento de Sandoval como 
director de la Policía Nacional Civil, también pre­
ocupan otros: el del subdirector general de opera­
ciones -¿qué sabe René Domínguez, ex vicecan-
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cillcr, de esta materia?- y el del ins­
pector general del cuerpo policial. En 
este último hay que detenerse un poco: 
la trayectoria del doctor Romeo Melara 
Granillo al frente de la Fiscalía Gene­
ral de la Rcpúhlica dejó mucho que de­
sear. porque prácticamente no hizo 
nada y se plegó a las decisiones de 
otros que teóricamente no tenían ni dc­
hían inlluir en su mandato y disposi­
cicrncs. La mala experiencia que signi­
ricaron los tres años de Melara Grani-
1 lo al rrcntc de tan importante institu­
ción, no nos anima a pensar que es po­
sihle tener alguna esperanza sobre su 
paso por la Inspccloría General de la 
Policía Nacional Civil. 

Hahicndo pasado por una situación tan difícil y 
dcsg:astantc al tratar de rescatar la Procuraduría para 
la Dcrcnsa de los Derechos Humanos (PDDH), tras 
el inrcliz nornhramicnlo de Eduardo Peñatc 
Polanco corno su titular, a lo que nos referiremos 
adelante, las expresiones sociales interesadas en 
estos lemas -seguridad púhlica y derechos huma­
nos- no pueden pasar tres años golpeándose con­
tra un muro en el intento para que el presidente 
Flores dé marcha atrás en los nombramientos que 
hizo para la conducción de la cúpula policiat. Des­
de el espacio que ocupamos ya expresamos nues­
tra posición al respecto, y lo que nos toca en ade­
lante es ohservar cómo marcha esa conducción; lo 
mismo hicimos con Peñate Polanco, pero éste en 
pocos días con su cuestionable actuación -mez­
cla de ineptitud y corrupción- nos obligó a dar la 
hatalla para lograr su salida del sitio al que nunca 
dcbi_ó entrar. 

Desde esa perspectiva y entrando en materia, 
cabe señalar que en la actualidad se está llevando 
a cabo una reestructuración de todo el ramo de 
seguridad pública. Sin entrar en detalles sobre su 
pertinencia o no, las autoridades sostienen que con 
dicho proceso lograrán --entre otras cosas- colo­
carle "dientes" a la Inspectoría General otorgándo­
le el mando sobre el Tribunal Disciplinario, y las 
unidades Disciplinaria, de Control y de Asuntos 
Internos; si nos atenemos a lo que hasta ahora ha 
sido Melara Granillo, más bien se podría pensar 
que las reformas apuntan a ponerle una "placa 
dental" a esa dependencia para usarla sólo cuando 
convenga, y "morder" a algunos malos elementos 
del nivel básico, únicamente cuando convenga a 
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los intereses publicitarios de la dirección general, 
que no son precisamente los de la Nación. Pero los 
hechos serán los que hablen por sí mismos. 

En aras de alcanzar sus propósitos, la conduc­
ción actual del ramo anunció que solicitará diver­
sas modificaciones a la Ley Orgánica de la Policía 
Nacional Civil; de lograr éstas el "visto bueno" 
legislativo, la Inspectoría General quedaría en la 
práctica bajo el control de Sandoval. Está claro 
que tal iniciativa, violando el espíritu con el que 
fue creada la normativa en la que se establece su 
independencia, le otorgaría demasiado poder a una 
sola persona y estaríamos frente al riesgo de que 
se incrementen los actuales niveles de impunidad 
existentes en el interior de la institución; aunque 
se entreguen "peces chicos", como ha sucedido 
hasta ahora, los "grandes" podrían continuar go­
zando de mayores beneficios con un director en 
total libertad para "hacer y deshacer" sin que na­
die controle su actuación. No resulta extraño, en­
tonces, que los promotores y ejecutores de esta ini­
ciativa -incluido el mismo Melara Granillo- ar­
gumenten que las reformas no se traducirán en 
una pérdida de autonomía por parte de la Inspec­
toría; el director de la Policía Nacional Civil, di­
cen, será supervisado por el ministro y el presiden­
te de la República. No nos llamemos a engaño: las 
flores de papel, aunque se les eche agua, no cre­
cen. 

Dentro de este panorama, la tan promocionada 
política de seguridad pública de la nueva adminis­
tración puede y debe ser cuestionada. No por las 
acciones que, según han anunciado, pretenden im­
pulsar; no por eso, sino por la concepción que 
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pueda estar tras ellas: en aras de garantizar la tran­
quilidad de la población se pueden cometer igua­
les o peores barbaridades que las actualmente pa­
decidas por la sociedad salvadoreña. Por las noti­
cias que nos brindan los medios de difusión masi­
va y los datos del mismo cuerpo policial, podemos 
estar seguros de que la institución seguirá siendo 
criticada. El reto para la Policía Nacional Civil es 
muy grande: se tiene que ganar nuevamente la 
confianza de la población y eso sólo lo logrará 
realizando una labor eficaz, profesional y -sobre 
todo-- apegada al respeto a los derechos huma­
nos. Para ello, es necesario que la población vigile 
el trabajo que desarrollan sus miembros a fin de 
ubicar sus fallas; también se necesita que las auto­
ridades reconozcan los errores, aceptándolos con 
una actitud responsable y contribuyendo a corre­
girlos de verdad. 

2.2. La Procuraduría para la Defensa de los 
Derechos Humanos 

Si el diagnóstico de 

su autoridad y amenazas contra su personal, por 
mencionar algunos ejemplos. Pese a las dificulta­
des, la Procuraduría logró agenciarse un destacado 
lugar entre la opinión pública y la comunidad inter­
nacional, a partir de los progresivos niveles de con­
fianza y credibilidad que generó. 

El mandato fundamental para la figura del Om­
budsman en nuestro país es proteger, defender y 
promover los derechos humanos con el propósito 
de garantizar su vigencia real y plena. Así, pues, 
una de las atribuciones principales de su titular es 
la de vigilar y supervisar al resto de las institucio­
nes estatales para que sus funcionarios, de l:ara a 
las personas particulares, siempre actúen en un 
marco de respeto estricto a la legalidad. En este 
sentido, a lo largo de los tres años al frente de la 
PDDH, la doctora Victoria Marina Velásquez de 
Avilés le dio cumplimiento al encargo de forma 
satisfactoria, mediante una actuación transparente, 
firme y apegada a Derecho. 

No obstante los antece-
dentes de crecimiento 

la entidad encargada de 
garantizar la seguridad 
pública en el país no es 
bueno, la situación de la 
PDDH es aún peor. Lo 
ocurrido desde 1998 has­
ta la fecha sólo puede 
interpretarse como el 
gran retroceso en el cor­
to trayecto recorrido en 
la ruta hacia la consoli­
dación de la Procuraduría, 
y el peor atentado -hasta 

No obstante los antecedentes progresivo durante las 
dos primeras administra­
ciones de la Procura­
duría, con la llegada de 
Eduardo Peñate Polanco 
a su titularidad comenzó 
un vertiginoso descenso 
que ahora la tiene en el 
nivel más bajo de su bre­
ve historia y en un sitio 
similar al de otras insti-

de crecimiento progresivo durante 
las dos primeras administraciones 
de la Procuraduría, con la llegada 

de Eduardo Peñate Polanco 
a su titularidad comenzó un vertiginoso 
descenso que ahora la tiene en el nivel 

más bajo de su breve historia, ... 

el momento-- contra la institucionalidad democrá­
tica surgida de la negociación y los acuerdos entre 
el gobierno salvadoreño y el Frente Farabundo 
Martí para la Liberación Nacional (FMLN). 

Durante el primer período de su existencia --de 
1992 a 1995- se detectaron algunas fallas que, 
oportunamente, fueron señaladas. De una u otra 
manera, a lo largo de esa primera administración 
existió la posibilidad de discutir las deficiencias y 
limitaciones con sus funcionarios. Luego, desde 
1995 hasta 1998, la PDDH adquirió un perfil posi­
tivo más elevado desde la perspectiva de su misión 
constitucional, pero también -precisamente por su 
buena labor- fue acosada de diversas formas: re­
cortes presupuestarios, intentos por deslegitimar 
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tuciones viejas, hablando 
de credibilidad y con­

fianza por parte de la población. 

Como de Peñate Polanco ya se dijeron infini­
dad de cosas sobre su trayectoria y se dieron a 
conocer la inmensa cantidad de "irregularidades" 
-por utilizar un eufemismo--- cometidas mientras 
ha permanecido en el despacho del procurador, 
ahora no vamos a centrar nuestra atención en eso; 
sobre todo, sabiendo que -fruto de un destacado 
esfuerzo de la sociedad- su salida es inminente al 
haber perdido hasta el apoyo de la actual dirigen­
cia demócrata cristiana. Mejor veamos algunas de 
las medidas que, sin ser todas ni presentarlas en 
orden de importancia, deberían considerarse en el 
futuro inmediato. Con el objeto de que la PDDH 
cumpla lo que la ley le manda -"velar por la pro-
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moc1on y educación de los derechos humanos y 
por la vigencia irrestricta de los mismos"-, el 
IDHUCA propone lo siguiente: 

• Con el involucramiento de todas las partes in­
teresadas -gubernamentales y de la sociedad 
civil, así como los países donantes que han 
apoyado el esfuerzo, junto al Programa de las 
Naciones Unidas para el Desarrollo (PNUD) y 
con la asesoría del Instituto Interamericano de 
Derechos Humanos (IIDH)-, se elabore un 
estudio sobre la situación actual de la Procu­
raduría, sus prioridades y necesidades, a fin de 
enderezar el rumbo institucional en aras de lo­
grar que cumpla su misión. 

• Impulsar un proceso de selección minucioso y 
profesional del personal de la PDDH, en el que 
el conocimiento de los derechos humanos así 
como la coherencia práctica con los principios 
que los sustentan, sean dos criterios fundamen­
tales. 

• Crear mecanismos efectivos para la promo­
ción, protección y defensa de los derechos hu­
manos en el país; entre ellos la edición regular 
de informes relativos a la situación nacional en 
la materia. Cabe recordar que Pedro Nikken, 
cuando fue el experto independiente de Nacio­
nes Unidas para El Salvador, recomendó -allá 
por 1993- "que, en fechas previamente defi­
nidas y fijas, que como tales no obedecen a la 
escogencia de una coyuntura política, la Procu­
raduría publique infonnes periódicos". Previo 
a la presentación de dichos infonnes, debería 
propiciarse la discusión de su contenido con 
las organizaciones que laboran en el área de la 
promoción, protección y defensa de los dere­
chos humanos, a fin de tomar en cuenta sus 
aportes al mismo y estrechar lazos de colabora­
ción mutua. Precisamente en el capítulo VI, ar­
tículo 74 del reglamento de la PDDH se dice 
que su titular "podrá elaborar y publicar infor­
mes sobre situaciones generales o especiales 
que afecten los derechos humanos. Para tal fin, 
si lo considera conveniente, solicitará la aseso­
ría y colaboración de las personas, autoridades, 
funcionarios o entidades pertinentes". 

Garantizar el conocimiento público amplio de 
sus infonnes, trasladando a la población una 
síntesis de los mismos a través de los diferen­
tes medios masivos de difusión. Dichos infor­
mes deberían trascender la simple presentación 
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de datos: tendrían que descubrir, presentar y 
explicar las principales y objetivas tendencias 
sobre la situación de los derechos humanos en 
el país; asimismo, debería cuestionarse en ellos 
a los funcionarios que dificulten u obstaculicen 
la vigencia de los mismos. Finalmente, debería 
incluirse en los mismos propuestas de solución, 
posibles y puntuales, que ataquen las causas de 
los fenómenos y que sean objeto de un minu­
cioso seguimiento. 

• Crear y echar a andar canales fluidos y penna­
nentes de comunicación y coordinación con 
otras instituciones estatales, para impulsar las 
acciones adecuadas con oportunidad y perti­
nencia ante violaciones a los derechos huma­
nos; dichos canales deberían establecerse espe­
cialmente con municipalidades, centros de de­
tención, tribunales de justicia, Policía Nacional 
Civil y guarniciones militares. 

• Crear y echar a andar canales idóneos y accesi­
bles que garanticen el servicio institucional de 
protección y defensa de los derechos humanos 
a toda hora y todos los días, tanto en la sede 
central como en las delegaciones departamen­
tales de la PDDH. "Para el cumplimiento de 
las atribuciones del Procurador lodos los días y 
horas son hábiles", reza el artículo 47, capítulo 
VIII de su Ley Orgánica. 

• Impulsar un programa específico de atención a 
las víctimas ----directas e indirectas- de viola­
ción a los derechos humanos, encaminado con­
cretamente a garantizar su reparación moral y 
material por todos los medios posibles. 

• Priorizar la necesidad de realizar investigacio­
nes constantes, especializadas y públicas en 
materia de derechos humanos. 

• Diseñar e impulsar un programa específico, des­
tinado a crear un registro de víctimas de muertes 
violentas intencionales, con el propósito de 
contar con criterios objetivos para el análisis y 
la definición de políticas de acción más apega­
das a las necesidades de la protección y defen­
sa de los derechos humanos en el país, sobre 
todo en lo relativo a la seguridad de las perso­
nas. En dicho programa debería otorgarse una 
función preponderante a la participación de la 
Fiscalía General de la República y a las organi­
zaciones de la sociedad civil. 

• Diseñar y ejecutar una estrategia inmediata, 
encaminada a erradicar el temor y a generar 
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confianza ciudadana, haciendo énfasis en el 
comhate frontal a la impunidad. Para ello se 
dchcría involucrar a diferentes sectores de la 
vida nacional, especialmente a organizaciones 
de derechos humanos y de participación ciuda­
dana; asimismo, se dehería considerar el cono­
cimiento, estudio, análisis y discusión no sólo 
de los tratados nacionales e internacionales en 
materia de derechos humanos, sino de docu­
mentos históricos que han desentrañado, desde 
esa perspectiva, la realidad salvadoreña, tales 
como el informe de la Comisión de la Verdad 
y el del Grupo Conjunto para la Investigación 
de los Grupos Armados Ilegales. 

Transformar su Consejo Consultivo en una ins­
tancia eficaz y participativa. Para ello, se debe­
ría incluir explícitamente en la Ley Orgánica 
de la PDDH estahleciendo su existencia y ca­
rácter, definiéndolo como una instancia de 
consulta ohligatoria y asesoría permanente 
para el o la procuradora, sohre todo cuando se 
trate de medidas o disposiciones de trascen­
dencia nacional. La selección de sus miembros 
no dehería responder sólo a criterios de repre­
sentatividad social o corporativa, sino también 
al conocimiento y el desempeño de cada perso­
na en materia de derechos humanos. 

Impulsar campañas publicitarias (televisivas, 
radiales e impresas) en forma prioritaria y 
constante -con recursos creativos y novedo­
sos- para dar a conocer sus facultades, man­
dato, funcionamiento y ubicación geográfica 
de los locales para la atención al público, prin­
cipalmente en lo que se refiere a las delegacio­
nes departamentales. 
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• 

• Fomentar el involucramiento de la 
sociedad en la labor de protección, de­
fensa y promoción de los derechos hu­
manos. Para ello, se debería propiciar 
el establecimiento de las condiciones 
para una vinculación de la PDDH con 
las organizaciones sociales a lodo nivel. 
Además, se debería elaborar un progra­
ma estratégico de inserción en la pobla­
ción, cuyo objetivo inmediato sería 
contribuir a la formación de líderes co­
munales o locales que puedan, a media­
no plazo, apoyar sus delegaciones de­
partamentales e integrar las defensorías 
municipales y locales. En dicho progra­
ma debería considerarse como priorita­
rio el establecimiento de una coordina­

ción estrecha con organismos y organizaciones 
sociales de derechos humanos y de servicio a 
la comunidad, cuya experiencia organizativa y 
educativa pudiese coadyuvar a su enriqueci­
miento y ágil operativización. Esta nueva ex­
periencia institucional serviría de hase para la 
elaboración, a largo plazo, de un programa es­
tratégico destinado al fortalecimiento de la efi­
cacia y el impacto de las delegaciones departa­
mentales. 

Que el énfasis de su estrategia educativa sea la 
formación de promotores y promotoras, así 
como el apoyo a procesos de participación so­
cial organizada. Para ello, se debería elaborar 
un programa integral de capacitación en dere­
chos humanos con la asesoría de instancias na­
cionales e internacionales especializadas en fa 
materia. 

Se debe retomar, evaluar y estructurar como 
política educativa la iniciativa de fomentar la 
participación de maestras y maestros jubilados 
en la formación para los derechos humanos. 
Dicha iniciativa, antes de concretarse, debería 
ser discutida tanto con las personas directa­
mente involucradas como con aquellas institu­
ciones académicas cuyos aportes pudiesen 
enriquecerla. 

Que los comités y grupos, así como las y los 
promotores capacitados por la PDDH, cuenten 
con mecanismos accesibles de comunicación y 
coordinación con las delegaciones de la Policía 
Nacional Civil; ello con el fin de que se facili­
ten y garanticen canales de denuncia y colabo­
ración, en un esfuerzo común y eficaz -respe-
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tuoso de los derechos humanos- para velar 
por la seguridad de la pohlación local. 

La anterior es sólo una pequeña lista de accio­
nes que podrían realizarse; pero para ello se nece­
sita -entre otras cosas- que la dirección de la 
institución tenga conocimiento del tema de los de­
rechos humanos, autoridad moral, vocación de ser­
vicio, honestidad, transparencia, apertura, inteli­
gencia y sentido común. El caso es que Peñate 
Polanco carece de todo eso y los resultados saltan 
a la vista. De diversas maneras se ha tratado de re­
mediar su desatinado nomhramiento y son numero­
sas las acciones impulsadas hacia esa dirección por 
organizaciones sociales y gremios, personas a títu­
lo individual y generadoras de opinión, agencias 
donantes y organismos intcrguhcrnamentales; pero 
ha faltado que la Asamhlea Legislativa haga lo 
que tiene que hacer. 

A un año y medio de ese lamentable nombra­
miento, producto del reparto de cuotas de poder 
entre la mal llamada "clase política" del país, es ne­
cesario cuestionar una vez más -y ojalá ésta sea la 
última- a las y los diputados: ¿todavía continúan 
creyendo que Peñatc Polanco es la persona indica­
da para velar por los derechos humanos de la po­
hlación salvadoreña?, ¿quieren seguirle dando el 
"hcneficio de la duda" o dudan que más de alguno 
se está beneficiando con Lodo lo que está suce­
diendo? Queremos pensar que ahora sí habrá una 
reacción positiva, toda vez que el político que de­
fendía a Peñatc Polanco ya no tiene el poder de su 
partido y que la actual dirigencia democristiana in­
tenta dejar clara su distancia con ese "personaje". 
Es evidente, pues, que Peñatc Polanco va en caída 
libre hacia el fondo del precipicio; el problema es 
que se está llevando con él a la Procuraduría. 
Nuestro reto es no permitir su anulación total. 

3. Conclusión 

Por encima de una "concepción abstracta, 
idcologizada y ahistórica del Derecho", Ellacuría 
se propuso y propuso "enfocar el problema gene­
ral del Derecho y los derechos humanos, no sólo 
desde las perspectiva del triunfo de la razón sobre 
la fuerza, sino, más en concreto, desde la defensa 
del débil contra el fuerte". Esa visión y esa posi­
ción lo llevaron a plantear "que el problema radi­
cal de los derechos humanos es el de la vida en 
contra de la muerte, es la búsqueda de lo que da 
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vida frente a lo que la quita o da muerte". Con 
ese enfoque observamos la realidad actual de 
nuestro país y no podemos más que concluir que, 
al igual que en el pasado reciente, siguen enfrentán­
dose --quienes intentan defender la vida- contra la 
muerte; y, también, al igual que hace unos años, se 
está librando la batalla para que viva la verdad fren­
te a la mentira que pretende aniquilarla. 

Ahora hay víctimas de la muerte violenta que 
se pasea campante por todo el territorio nacional y 
todavía sus autores saben que pueden mantenerse 
impunes, independientemente de que las razones 
para que eso suceda ya no sean tan políticas como 
antes. Pero no podemos hahlar únicamente de este 
tipo de crímenes contra la vida; también debemos 
considerar el análisis de Ellacuría cuando advierte 
que -por encima del aspecto biológico- se debe 
considerar "cualquier forma de vida". En ese mar­
co, el rector mártir destaca la "conveniencia gene­
ral que las necesidades fundamentales sean satisfe­
chas, porque de lo contrario la muerte prevalecería 
contra la vida y, en definitiva, se iría a una paula­
tina deshumanización del género humano, tanto 
por la multiplicación de su empobrecimiento bio­
lógico como por la insolidaridad del «¿acaso soy 
yo el guardián de mi hermano?» que, además, sue­
le repetirlo quien efectivamente es su asesino". Y 
en El Salvador de hoy, diez años después del ini­
cio del fin de la guerra, cerca del 50 por ciento de su 
población -por lo menos- vive en la pobreza y 
la exclusión social. 

Pero también, igual de lamentable y peligroso 
que lo anterior, en nuestro país se está luchando 
por la vida de las instituciones que nacieron como 
resultado del gran sacrificio de un pueblo cansado, 
y bastante frustrado, al volver la vista atrás y pen­
sar en el futuro desde su hoy. A quienes responsa­
blemente, y sin dejarse llevar por los publicitados 
"éxitos" oficiales, reconocen en forma objetiva 
cuáles son los logros obtenidos hasta ahora y tra­
tan de ubicar los graves problemas estructurales 
que atentan contra aquéllos, para incrementar unos 
y superar los otros en este nuestro distinto país al 
de antes, pero no por ello realmente mejor, es váli­
do y oportuno recordarles lo que -al final de su 
último escrito publicado-- sostuvo Segundo Mon­
tes: "No es tiempo todavía de cantar victoria por 
la vigencia de los derechos humanos, pero tampo­
co es tiempo aún para la desesperanza". 
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